
ARTICULO 309. En general, los empleados con jurisdicción que extiendan sus funciones a toda
la República, pueden castigar a los que les desobedezcan o falten al debido respeto, con penas
correccionales, consistentes en multas hasta de cien pesos y arresto hasta por quince días; si sus
funciones se extienden a varias Provincias de uno o de diversos Departamentos, las multas no
pueden exceder de cincuenta pesos, ni el arresto de ocho días; si funcionan en varios pueblos de
una misma o diversas Provincias, la multa no excederá de veinticinco pesos ni el arresto de cinco
días; y finalmente, si funcionen en un mismo Municipio, la multa no excederá de diez pesos ni el
arresto de tres días, salvo en el caso las disposiciones especiales de la ley.

ARTICULO 310. Para imponer una pena correccional es necesario probar primero la falta,
bien con una certificación escrita del Secretario, o declaraciones de dos o más testigos
presenciales.

Obtenida esa prueba, el empleado dicta su resolución y la manda notificar al penado.

Si éste reclamare en los dos día siguientes a la notificación, el empleado examina y resuelve la
reclamación. Esa decisión es inapelable, pero el empleado que abuse de su poder, a pretexto de
ejercer la facultad referida, será castigado con arreglo a la ley penal.

Dictada o notificada la resolución definitiva, o transcurrido el término que hay para reclamar, sin
que haya solicitud alguna, se procederá a la ejecución de la pena; pero el empleado que la impuso
puede en cualquier tiempo revocar su resolución, o rebajar la pena, de oficio a solicitud de parte.

Se exceptúan de lo dispuesto en este artículo los casos en que la ley ordene proceder de otra
manera especial.

Cuando la falta constare en memorial u otro escrito, éste constituirá la prueba necesaria para la
aplicación de la pena.

ARTICULO 311. Se entiende por penas correccionales las que imponen los empleados que
ejercen jurisdicción a los que les desobedecen o faltan al debido respeto, y las demás a las cuaIes
la ley atribuya especialmente esa calidad.

La confirmación de una multa u otra pena, con que se hubiera conminado a un empleado o
particular, se sujeta a las reglas de la imposición de penas correccionales.

ARTICULO 312. Ningún empleado tiene obligación de imponer penas correccionales por
desobediencia o irrespetos, pues en esos casos puede disponer que la falta se juzgue o castigue
por la vía ordinaria.

ARTICULO 313. Al que sea castigado correccionalmente por una falta no se le puede seguir
causa por la vía ordinaria por la misma falta, a menos que se haya ejecutado un hecho que
constituya a la vez desacato o desobediencia al empleado público, y un delito o falta diversa
definidos especialmente en la ley penal.

En estos casos se puede castigar el desacato al empleado por la vía correccional, y el otro delito o
falta que constituye el hecho, por la vía respectiva.

CAPITULO VIII.



DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 314. Todo empleado público puede ejercer sus funciones en cualquier punto del
territorio que le esté señalado, y a cualquiera hora, salvo Ios actos que la ley disponga
especialmente se ejecuten en lugar y tiempo determinados.

ARTICULO 315. Los Secretarios de las corporaciones y autoridades públicas dan fe en los
certificados que expidan relativamente a los negocios que les están confiados por razón de su
empleo.

Lo propio sucede con los Jefes de las Oficinas respectivas.

ARTICULO 316. Todo individuo puede pedir certificados a los Jefes o Secretarios de las
Oficinas, y los primeros los mandarán dar si el asunto de que se trata no fuera reservado. Si lo
fuere, el certificado se extenderá, pero se reservará en la oficina hasta que cese la reserva y pueda
entregársele al interesado.

De los certificados se dejará copia en un libro de papel común.

ARTICULO 317. Los jefes de las Oficinas pueden disponer, de oficio, que se extiendan
certificados sobre los asuntos que estimen convenientes, en el libro de que habla el artículo
anterior.

ARTICULO 318. Cuando se trate de llevar a efecto una obra que interese a varios
Municipios, y las autoridades municipales no pudieren ponerse de acuerdo sobre el asunto al
ejecutarla, decidirá el punto el Prefecto de la Provincia a que pertenezcan los Municipios; si
pertenecieren a varias Provincias, el Gobernador del Departamento respectivo, y si fueren de
varios Departamentos, el Gobierno.

ARTICULO 319. Cada ocho años se hará el censo general de la República, observándose al
efecto las prescripciones de la ley de la materia, y, desde que se apruebe por el Congreso regirá
en todos los actos oficiales. El Congreso puede aprobar el censo total o parcialmente, cuando en
algunas localidades no se hayan ejecutado los trabajos o se hayan ejecutado de una manera
indebida.

ARTICULO 320. Todo individuo tiene derecho a que se le den copias de los documentos que
existan en las Secretarías y en los archivos de las oficinas del orden administrativo, siempre que
no tengan carácter de reserva; que el que solicite la copia suministre el papel que debe emplearse
pague el amanuense, y que las copias puedan sacarse bajo la inspección de un empleado de la
Oficina y sin embarazar los trabajos de ésta.

Ningún empleado podrá dar copia de documentos que según la Constitución o la ley tengan
carácter de reservados, ni copia de cualesquiera otros documentos, sin orden del Jefe de la
Oficina de quien dependa.



ARTICULO 321. Todo empleado público debe firmar poniendo con todas sus letras el
nombre y apellido. Sólo es permitido poner con las iniciales los segundos nombres y apellidos
que se usen para distinguirse de otros individuos.

ARTICULO 322. El Gobierno dispondrá el distintivo que deben usar los empleados de
policía para que puedan ser reconocidos a primera vista por los particulares.

ARTICULO 323. El empleado de una oficina de manejo, que negocie en papeles de crédito
público del Estado o de los Departamentos, será removido de su destino. Esta pena se reputa
correccional y se aplica por el jefe de la Oficina respectiva.

ARTICULO 324. El Gobierno puede hacer extensiva la disposición del artículo anterior a
todos aquellos empleados respecto de los cuales juzgue haya graves inconvenientes en que
puedan negociar con papeles de crédito público.

ARTICULO 325. Ningún empleado público podrá ejercer poderes, ni gestionar ni patrocinar
directa ni indirectamente reclamaciones que se rocen con los intereses nacionales o seccionales,
encomendados a la oficina donde preste sus servicios.

ARTICULO 326. Todo empleado del orden administrativo que, debiendo presentar en
determinado tiempo algún informe, no lo hiciera, pagará una multa de veinte a doscientos pesos.
La pena se reputa correccional y se impone por el respectivo superior.

ARTICULO 327. Todo empleado público debe respeto y obediencia a sus superiores, y
cortesía y deferencia a los particulares.

Los jefes de las Oficinas públicas cumplirán por sí y harán que sus subalternos cumplan
fielmente estos deberes.

ARTICULO 328. Todo empleado público es directa y personalmente responsable de los actos
punibles que ejecute, aunque sea a pretexto de ejercer sus funciones, a menos que pruebe haber
procedido por orden superior, de aquellas cuyo cumplimiento es ineludible, según la
Constitución y la ley.

ARTICULO 329. Los empleados públicos deberán sujetarse estrictamente a los reglamentos
que dicte la autoridad competente, para el buen servicio interior de las respectivas Oficinas.

ARTICULO 330. Los jefes de las Oficinas públicas pueden admitir ayudantes que trabajen
sin remuneración, con el fin de instruirse prácticamente en la manera de desempeñar los diversos
destinos Públicos.

Cuando esto suceda se procurará colocar a dichos ayudantes cuando haya puestos vacantes, que
ellos puedan desempeñar perfectamente.

ARTICULO 331. La Administración Nacional y las del Departamento, Provincia y



Municipio, pueden auxiliar sus trabajos con el concurso de juntas o comisiones patrióticas, en
ramos especiales, y en su caso pueden dotar los empleados subalternos que dichas juntas o
comisiones necesiten.

ARTICULO 332. Sólo en los casos de omisión en el cumplimiento de sus deberes, o de
retardo o denegación en el despacho, serán compelidos los empleados administrativos a llenar
sus funciones por los respectivos superiores, con los apremios legales.

ARTICULO 333. Es vecino de un Municipio, para los efectos políticos:

1. El nacido y establecido en el Municipio;

2. El que con su familia se haya radicado en él, por más de un año, aunque se ausente a veces,
siempre que aquélla permanezca en el territorio respectivo;

3. El que ejerza alguna profesión o dirija algún establecimiento de cualquiera clase, siempre que
por las circunstancias sea de presumir su ánimo de permanecer en el Municipio por tiempo largo
o indefinido; y

4. El que manifieste su ánimo de avecindarse, ante el Alcalde, el cual extenderá de ello la
correspondiente diligencia, pero los efectos de la vecindad no se surtirán en este caso sino dos
meses después de hecha la manifestación.

ARTICULO 334. El Gobierno reglamentará la manera de proceder en los asuntos
administrativos de carácter nacional, sobre las bases siguientes:

1. Que no se eluda el derecho de petición de los particulares, ni se demore indefinidamente el
despacho de sus asuntos;

2. Que cuando la naturaleza del caso lo requiera, se haga una averiguación prolija de los hechos,
para que la decisión no lastime los derechos legítimos de los asociados;

3. Que se definan bien los casos de impedimento, a fin de asegurar la imparcialidad de los
empleados, y se disponga claramente la manera de reemplazar a los impedidos; y

4. Que se definan claramente los casos de apelación y el procedimiento que debe seguirse en
ellos, para que no se vulneren los derechos de los particulares ni se eluda la ley.

ARTICULO 335. El Poder Ejecutivo puede, en los casos no previstos que ocurran, disponer
lo que juzgue conveniente y equitativo en cuanto al procedimiento de los empleados nacionales,
y puede también modificar o reformar los reglamentos sobre el particular, cuando lo crea justo y
razonable.

ARTICULO 336. Las Asambleas Departamentales quedan autorizadas para fijar reglas de
procedimiento en los asuntos departamentales y municipales.

ARTICULO 337. El Gobierno, en los asuntos nacionales, y las Asambleas Departamentales,
en los de los Departamentos y Municipios, dispondrán lo conveniente respecto del arreglo de los



archivos, la contabilidad de los fondos públicos y los demás detalles relativos a los mismos

Dichas Asambleas dispondrán lo conveniente para la custodia de los reos y su conducción de un
lugar a otro.

DISPOSICIONES FINALES.

ARTICULO 338. Ninguna autoridad podrá conceder permiso para encerrar dentro de
cercados u ocupar con cultivos o habitaciones porción alguna de las vías públicas.

ARTICULO 339. Cuando el Congreso o cualquiera de sus Cámaras o las Asambleas
Departamentales tengan por ley o por ordenanza la facultad de hacer nombramientos, se
entenderá que tales entidades pueden ejercer esa atribución desde la sanción de la ley o de la
ordenanza que dispone el nombramiento.

ARTICULO 340. Derógase la Ley 149 de 1888, la Ley 20 de 1908 y la Ley 88 de 1910, a
excepción del artículo 67 de esta última, que continuará en vigor.

El Presidente,

MARCELIANO VELEZ

El Secretario,

DANIEL J. REYES.

Senado de la República - Bogotá, 16 de agosto de 1913.

Presidencia.

Devuélvase este proyecto de ley al señor Presidente de la República, para los

efectos constitucionales.

El Presidente del Senado,

JOSE VICENTE CONCHA

El Presidente de la Cámara de Representantes,

MIGUEL ABADIA MENDEZ

El Secretario del Senado,

BERNARDO ESCOBAR

El Secretario de la Cámara de Representantes,

JOSE DE LA VEGA

Poder Ejecutivo - Bogotá, agosto 20 de 1913.

Publíquese y Ejecútese



CARLOS E. RESTREPO

El Ministro de Gobierno

PEDRO M. CARREÑO
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